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Avellaneda y Lanús, 30 y 1 de julio de 2022.-
EXCLUSION DEL ARANCEL DEL ARTICULO 32 L.C.Q. A LOS CREDITOS ORIGINADOS EN RELACIONES DE CONSUMO.
Autor: Diego Alberto Rapoport, 
Instituto de Derecho Comercial “Angel M. Mazzetti” del Colegio de Abogados de Lomas de Zamora.

“En función de las normas protectorias del consumidor se propone que los créditos cuya causa o título se originen en relaciones de consumo queden excluidos del arancel previsto en el Art. 32 de la L.C.Q. y demás gastos en los incidentes verificatorios”.
1. INTRODUCCION:
Como todos sabemos las normas protectorias del consumidor tienen rango constitucional (art. 42 de la Constitución Nacional) y convencional.-
De tal forma que la legislación que en consecuencia se ha dictado en la materia tales como la Ley de Defensa del Consumidor, artículos 1092 y ss.ss. del Código Civil y Comercial y demás normas protectorias que regulan la relación de consumo, son de orden público.

Si bien las normas concursales también son de orden público, aquellas que regulan las relaciones propias entre proveedores y consumidores, como dijimos gozan de una preeminencia de orden constitucional.-

2. LA GRATUIDAD DE LOS PROCEDIMIENTOS PARA LOS CONSUMIDORES.
En consonancia con lo expuesto precedentemente, es decir, atento la manda constitucional, entre otras normas protectorias,  la Ley de Defensa del Consumidor en su Artículo 53 determina: “Las actuaciones judiciales que se inicien de conformidad con la presente ley en razón de un derecho o interés individual gozarán del beneficio de justicia gratuita. La parte demandada podrá acreditar la solvencia del consumidor mediante incidente, en cuyo caso cesará el beneficio”.-
3. VERIFICACION DE CREDITOS Y GRATUIDAD.-
La norma concursal dispone en su artículo 32, el pago de  un arancel respecto de las presentaciones verificatorias ya sea tempestivo, tardío o incidental. 
El mismo atento al monto del salario mínimo, vital y móvil actualmente asciende a la suma de $ 4.554.- (Pesos cuatro mil quinientos cincuenta y cuatro).

Quedan exentos del pago del arancel los créditos laborales o aquellos por un monto inferior a tres salarios mínimos vitales y móviles, es decir a aquellas insinuaciones  que a la fecha de la redacción de esta ponencia sean inferiores a la suma de Pesos Ciento Treinta y seis mil seiscientos veinte ($ 136620.-).-

En el caso de los créditos laborales existe no sólo la manda del Artículo 14 bis de la Constitución Nacional, sino también su naturaleza alimentaria, las normas protectorias de derecho del trabajo, el orden público laboral y la gratuidad consagrada en el Artículo 20 de la L.C.T..-

Con respecto a lo expuesto en el párrafo anterior, tal como ocurre con la normas del derecho del trabajo, estas comparten con las normas consumeriles su carácter protectorio y la equiparación contractual ante la evidente y manifiesta desigualdad entre las partes. Es decir equilibran la relación jurídica a través del orden público y la obligatoriedad, entre otros motivos.-

4. CONCLUSIONES Y PROPUESTAS.-
Como consecuencia de lo antes expuesto proponemos de lege ferenda la modificación del Artículo 32 L.C.Q. incluyendo de las pretensas acreencias exentas del pago de aranceles a aquellas que tienen por causa o título su origen en una relación de consumo. Ello de forma coherente con el Artículo 42 de la Constitución Nacional, Ley de Defensa del Consumidor y demás normativa aplicable a la materia de consumo.-

Se podrá decir que muchos créditos que se insinuen originados en relaciones de consumo no alcancen el monto mínimo dispuesto por el Artículo 32 último párrafo Ley 24.522, pero no necesariamente ello debe ser atento al elevado costo de los bienes y servicios en nuestra realidad actual.-

También es cierto que la Ley de Concursos y Quiebras debe ser objeto de una revisión más abarcativa que sólo el tema propuesto (como por ejemplo, entre otros, adecuar la Ley a los procedimientos electrónicos y comunicaciones por medios digitales, como lo demostró la pandemia).-

Sería importante también que la gratuidad derivada de los procedimientos incidentales que involucren al consumidor dentro del ámbito concursal gocen del principio de gratuidad para ese pretenso acreedor.-

Ello, sin perjuicio, que por aplicación de las normas protectorias consumeriles y su jerarquía normativa decidan al juez concursal disponer de la gratuidad con carácter previo a una reforma legislativa.- 
